
SALA CONSTITUCIONAL
 
Magistrado Ponente: Iván Rincón Urdaneta
 

El 22 de noviembre de 2001, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo remitió a esta Sala Constitucional el expediente que contiene la decisión dictada por esa Corte el 6 de septiembre de 2001, que declaró inadmisible la acción de amparo constitucional interpuesta el 31 de mayo de 2001 por la ciudadana YELITZA INES ORDAZ VALDERRAMA, titular de la cédula de identidad número 9.959.915, asistida por el abogado Luis Rafael Aponte Aponte, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 8.146, contra la Universidad Santa María.

 

Tal remisión obedece a la apelación ejercida contra la mencionada decisión por el apoderado judicial de la accionante el 25 de septiembre de 2001.

 

Por auto del 22 de noviembre de 2001 se dio cuenta en Sala y se designó Ponente al Magistrado Iván Rincón Urdaneta, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

 


El 20 de diciembre de 2001 el apoderado judicial de la accionante consignó ante esta Sala el escrito que contiene los fundamentos de su apelación.

 
 
I
ANTECEDENTES
 
 

En el escrito que contiene la acción de amparo se señalan los siguientes antecedentes:

 

La ciudadana Yelitza Inés Ordaz Valderrama desempeñó el cargo de Secretaria Ejecutiva de la Universidad Santa María desde el 15 de octubre de 1997 y, paralelamente, cursó estudios de derecho en la misma Universidad, para lo cual recibió una beca que posteriormente fue suspendida.

 
En febrero de 2000, cuando cursaba el último año de la carrera, fue transferida al Departamento de Seguridad de la Universidad, donde ocupó el cargo de Secretaria y luego a un puesto de vigilancia asignado a la Guardia Nacional, en el que se desempeñó como recepcionista. 

 
En mayo de 2000, suscribió una letra de cambio por ochocientos sesenta mil bolívares (Bs. 860.000,oo) para cubrir el monto adeudado de la matrícula y comparecer al acto académico de graduación. 

 

En julio de 2000 se graduó y se expidió su título de abogada, el cual fue enviado al Ministerio de Educación para que fuese refrendado por el Ministro de conformidad con lo previsto en el artículo 182 de la Ley de Universidades.

 
Una vez obtenido el título, solicitó que fuera transferida a un lugar de trabajo “que estuviera cónsono con mi (su) nueva jerarquía intelectual y profesional”, pero fue reincorporada al Departamento de Seguridad Interna de la Universidad, en el que según afirmó:  “no tenía clasificación, calificación ni jerarquía laboral ni intelectual, muy distante de lo que llamamos ‘educación’, ‘Relaciones Humanas’ ‘Relaciones Públicas’, ‘convivencia’ y ‘respeto’ y ausencia de conducta adecuada de ‘Jefe’ de una Institución Universitaria...”, lo que motivó que tratara de entrevistarse con el Vicerrector Administrativo de la Universidad, pero ello fue impedido por  su jefe inmediato, ciudadano Simón De Stefano, Jefe de Seguridad de la Universidad, quien se dirigió a ella diciéndole lo siguiente:  “Me la vas a pagar”, “Tu eres una loca”, “Ese Título de Abogado lo conseguiste en una caja de jabón”, “Eres una infeliz”, “No sabes nada, no sabes trabajar, eres una bruta” .
Pasados unos meses desde que el título fue enviado al Ministerio de Educación, solicitó su entrega en la Secretaría de la Universidad en diferentes oportunidades y obtuvo siempre como respuesta que no había regresado del referido despacho ministerial.

 
El 31 de mayo de 2001 interpuso acción de amparo constitucional, denunciando la violación de los derechos y garantías consagrados en los artículos 49 numeral 1, 60, 87, 89 numerales 1, 2, 4 y 5, 100, 105, 112 y 114, relativos al debido proceso, a la legalidad en materia de sanciones, a la protección del honor y la privacidad, al derecho y deber de trabajar, a los principios de derecho laboral, a la atención a la cultura popular venezolana, a los títulos profesionales y la colegiación, a la libertad de empresa y a los delitos económicos. 

 
En este sentido señaló que con la firma de la letra de cambió quedó cancelada su obligación y, en consecuencia, “solvente con la Universidad para recibir física y materialmente mi TITULO DE ABOGADO, expedido por la UNIVERSIDAD SANTA MARIA  y refrendado en fecha once (11) de Mayo de dos mil, por el Ejecutivo Nacional a través del Ministerio de Educación”.
 
Afirmó que la Universidad no trató de hacer efectiva la mencionada letra de cambio librada “a la vista” y se negó a entregarle su título después de refrendado por el Ministro de Educación, en contravención a diversas disposiciones del Código Civil, de la Ley de Abogados, de la Ley de Universidades, del Código de Comercio, del Código de Etica Profesional del Abogado y del Código Penal, porque se le obliga a delinquir con el ejercicio ilegal de la profesión.

 
Señaló que se encontraba “en circunstancia de debilidad manifiesta para que se sancionen los abusos y maltratos que se cometan contra su persona en el trabajo” y solicitó que se ordenara a la Sociedad Civil Universidad Santa María que le hiciera entrega de su título, que reposaba en la Secretaría de esa casa de estudios, y se ordenara al ciudadano Simón De Stefano, Jefe del Departamento de Seguridad de la Universidad que se eximiera del trato indebido e irregular hacia su persona.
 
El 13 de julio de 2001 se admitió la acción de amparo y se ordenó la notificación de la parte presuntamente agraviada, de los ciudadanos Humberto Petrica Zúgaro, Vittorio De Stefano y Simón De Estefano, en su carácter de Presidente, Vicerrector Administrativo y Jefe de Seguridad, respectivamente, de la Universidad Santa María y del Ministerio Público, a fin de que comparecieran a la audiencia constitucional, la cual tuvo lugar el 30 de agosto de 2001.
 
El 6 de septiembre de 2001, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, declaró inadmisible la acción de amparo constitucional propuesta.
 

II

COMPETENCIA

 

Debe previamente esta Sala determinar su competencia para conocer de la presente apelación, y a tal efecto observa:

 

Conforme a lo señalado en las decisiones del 20 de enero de 2000, casos Domingo Ramírez Monja y Emery Mata Millán, corresponde a esta Sala Constitucional conocer todas las sentencias que resuelvan acciones de amparo constitucional dictadas por los Juzgados Superiores de la República (con excepción de los Tribunales Superiores con competencia en lo contencioso administrativo cuando actúan en esta jurisdicción), Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y las Cortes de Apelaciones en lo Penal, cuando conozcan como Tribunales de Primera Instancia.

 

En el caso que nos ocupa, corresponde conocer y decidir a esta Sala la apelación de una decisión emanada de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo que conoció en primera instancia de una acción de amparo constitucional incoada contra la Universidad Santa María, motivo por el cual esta Sala, congruente con los fallos reseñados ut supra, se declara competente para conocer de la presente apelación, y así se decide.
 

 

III

LA SENTENCIA APELADA

 

En la sentencia apelada, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo declaró inadmisible la acción de amparo constitucional interpuesta por la ciudadana Yelitza Inés Ordaz Valderrama, con base en lo previsto en el artículo 6, numeral 1, de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 

Al respecto señaló que en la oportunidad del acto de exposición oral de las partes, la representación judicial de la Universidad Santa María sostuvo que el 12 de julio de 2001 hizo entrega a la mencionada ciudadana de su título de abogada y anexó a los autos copia certificada del asiento de “Registro de Títulos” en el que se evidencia el “acuse de recibo” que demuestra que la presunta agraviada recibió el título reclamado en la fecha supra indicada, hecho que fue confirmado por la representación de la presunta agraviada.

 

Con base en lo anterior estimó el juzgador constitucional que cesó la violación o amenaza de violación de los derechos alegados como conculcados, por lo que declaró inadmisible la acción de amparo, de conformidad con lo previsto en el artículo 6 numeral 1 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 

IV

FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

 


En el escrito consignado ante esta Sala el 20 de diciembre de 2001, el apoderado judicial de la accionante señaló básicamente que la presunta agraviante reconoció expresamente en la audiencia constitucional que retuvo indebidamente el título de abogada hasta el 12 de julio de 2001 “fecha en la cual le fue entregado forzosamente por el hecho de la Acción de amparo que nos ocupa” y a pesar de ello la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo no emitió ningún pronunciamiento, puesto que declaró dicha acción inadmisible.

 

V

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

 

Analizadas como han sido las actas que conforman el presente expediente, esta Sala pasa a decidir la presente apelación y al respecto  observa:

 

El amparo constitucional constituye el medio a través del cual se protegen las garantías y derechos fundamentales que la Constitución reconoce a las personas, siguiendo un procedimiento breve, orientado al restablecimiento de la situación jurídica infringida, que opera cuando se dan las condiciones previstas en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

En este sentido, la solicitud de amparo constitucional debe ajustarse a los requerimientos establecidos en la mencionada Ley Orgánica, cuyo artículo 6 señala expresamente las causales de inadmisibilidad de la acción, y dispone, en su numeral 1 que la misma no se admitirá “Cuando hayan cesado la violación o amenaza de algún derecho o garantía constitucionales, que hubiesen podido causarla”.

 

En el caso examinado, la accionante denunció la violación de sus derechos constitucionales por parte de la Universidad Santa María al negarse a entregarle el título de abogada una vez que fue refrendado por el Ministro de Educación y por ser víctima de abusos y maltratos en el desempeño de su trabajo en la mencionada casa de estudios, al no ser ubicada en un cargo adecuado a su profesión y recibir un trato irrespetuoso por parte del Jefe del Departamento en el que se desempeñaba como secretaria. 

 

Observa la Sala, que con relación a la primera denuncia, tal como lo señaló la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, operó la causal de inadmisibilidad de la acción de amparo establecida en el artículo 6, numeral 1 de la Ley Orgánica que rige la materia, puesto que efectivamente consta en el expediente que la accionante recibió su título de abogada el 12 de julio de 2001, razón por la cual se ajusta a derecho la declaratoria de inadmisibilidad que contiene la sentencia apelada.

Cabe destacar que en el escrito que contiene los fundamentos de su apelación, la accionante señaló que la referida Corte no se pronunció respecto a la retención indebida de su título; sin embargo, la Sala debe precisar que ningún pronunciamiento podía contener la sentencia apelada al respecto, debido a que esto constituye una nueva pretensión de la accionante no planteada en la acción de amparo que podía satisfacerse mediante una demanda de  indemnización de daños y perjuicios que, en todo caso, no corresponde a la jurisdicción constitucional.

 

 Ahora bien, en lo que respecta a la denuncia relativa a la falta de ubicación de la accionante en un cargo adecuado a su profesión, que por cierto no fue analizada en la sentencia apelada, considera la Sala que la misma debe ser desechada debido a que revela que la accionante pretendió utilizar el amparo para crear una nueva situación jurídica como lo era su designación en un nuevo cargo, lo cual escapa a la naturaleza reestablecedora de esta acción. Aunado a ello, la Sala observa que no puede restablecerse ninguna situación jurídica relacionada con la prestación de servicios de la accionante en la Universidad Santa María, puesto que de los autos del expediente se desprende que el 18 de mayo de 2001 fue despedida de la Universidad Santa María y recibió su liquidación por tiempo de servicios y correspondería a la jurisdicción ordinaria el examen de la legalidad del despido. 

Por otra parte, aprecia la Sala que la sentencia apelada tampoco se pronunció respecto a los supuestos abusos y maltratos cometidos contra la accionante por el ciudadano Simón De Estefano, Jefe del Departamento de Seguridad de la Universidad Santa María, quien fue notificado del procedimiento de amparo y compareció a la audiencia constitucional, con lo cual se incurrió en una omisión que debe ser subsanada mediante un pronunciamiento expreso de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo respecto a la referida denuncia. Así se declara.

 

DECISIÓN

 

Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en nombre de la República por autoridad de la Ley declara SIN LUGAR la apelación ejercida contra la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo el 6 de septiembre de 2001; CONFIRMA PARCIALMENTE esa decisión que declaró INADMISIBLE la acción de amparo constitucional interpuesta por la ciudadana YELITZA INES ORDAZ VALDERRAMA contra la Universidad Santa María y ORDENA a la referida Corte que se pronuncie respecto a las denuncias formuladas en la acción de amparo contra el Jefe de Seguridad de esa casa de estudios, ciudadano Simón De Stefano.

 
Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al tribunal de origen.

 

Dada,    firmada   y   sellada   en   el   Salón   de  Despacho  de  la  Sala Constitucional del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, en   Caracas,  a  los  19 días de agosto de dos mil dos. Años 192º de la Independencia y 143º de la Federación.

 

El Presidente-Ponente,

 

Iván Rincón Urdaneta                                          

 

 

                                                                   El Vicepresidente,

 

                                                   Jesús Eduardo Cabrera Romero

 

 

 

 

Antonio José García García

Magistrado

 

 

José Manuel Delgado Ocando
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Pedro  Rafael Rondón Haaz

Magistrado

 

 

 

El Secretario,

 

José Leonardo Requena Cabello
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